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Corte Constitucional
	 
          

          COMUNICADO No. 47
               Diciembre 3,4 y 5 de 2013

 


LA SALA PLENA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL TUTELÓ LOS DERECHOS DE DOS VÍCTIMAS CUYO HIJO PRESUNTAMENTE FALLECIÓ EN UNA CELDA DE LA DIJÍN, QUE FUERON AFECTADOS POR LA NO VALORACIÓN DEL ACTA DE LEVANTAMIENTO DE CADÁVER EN EL PROCESO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, EN EL CUAL SE BUSCA DETERMINAR SI EXISTE RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR ESTOS HECHOS
	VIII. EXPEDIENTE T-3181396 - SENTENCIA SU-915/13 (Diciembre 4) 
M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 




La Sala Plena de la Corte Constitucional amparó los derechos fundamentales al debido proceso, al acceso a la administración de justicia y a la verdad de dos accionantes de 87 y 74 años, cuyo hijo, Víctor Javier Cañas Álvarez, de 20 años de edad, falleció en las instalaciones de una celda de la DIJÍN en la ciudad de Bogotá, considerando que el Tribunal Administrativo de Cundinamarca debió haber solicitado el expediente del proceso penal en el cual se investigó la muerte del joven, en el cual se encuentra demostrado que falleció en una celda de aquella entidad. En este sentido, la Corte Constitucional tuteló los derechos de las víctimas a la verdad, a la justicia y a la reparación con el objeto de que la jurisdicción contencioso administrativa realice una valoración de lo sucedido con fundamento en el acta de la diligencia de inspección de cadáver y determine si el Estado debe responder por la trágica muerte de este joven en las instalaciones de la DIJIN. 

Víctor Javier Cañas Álvarez era estudiante de la Universidad Tecnológica de Pereira y se encontraba para junio de 1995 en la ciudad de Bogotá visitando a sus padres. El día 8 de dicho mes y año fue aprehendido por la Policía Nacional y llevado a las instalaciones de la DIJÍN, por razones que aún hoy se desconocen. De manera sorpresiva, al día siguiente de estar privado de la libertad, fue encontrado sin vida y con signos de ahorcamiento en la Celda No. 12 de dicho establecimiento. 

Por estos hechos, sus padres, hoy personas de avanzada edad, mediante acción de reparación directa solicitaron a la justicia administrativa que se condenara a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, al pago de los perjuicios causados por la muerte de su hijo, Víctor Javier Cañas Álvarez. La jurisdicción contencioso administrativa, al no encontrar probada la responsabilidad del Estado por lo sucedido, negó las pretensiones de su demanda, ante lo cual, interpusieron acción de tutela. 

La Sala Plena encontró que durante el trámite de primera instancia de la demanda de reparación directa, cuyo conocimiento correspondió al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, se había decretado la prueba relativa al expediente penal mediante el cual la Fiscalía 289 Seccional Delegada, había investigado la muerte del joven. 

Sin embargo, por motivos administrativos, el mismo no fue remitido. Finalmente, la prueba en mención nunca hizo parte del proceso, y el Tribunal profirió sentencia señalando que el Estado no tenía responsabilidad alguna en el fallecimiento del hijo de los accionantes, indicando que no pudo probarse siquiera que hubiera estado detenido en las instalaciones de la Policía Nacional.
En virtud de lo anterior, luego de decretar varias pruebas, la Corte tuvo conocimiento directo del expediente penal. A partir de ello, esta Corporación demostró que en el caso concreto, la conducencia y necesidad del expediente penal en el proceso de reparación directa era determinante para tomar una decisión diferente a la que resultó. En tal sentido, halló dentro de dichos documentos, debidamente autenticados, el acta de la diligencia de inspección de cadáver, en la cual se señala como lugar del hecho: “Celda No. 12 Sección B de la Sala de Retenidos de la DIJIN”, de la ciudad de Bogotá. 

Así pues, la Sala Plena consideró que la actitud del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, al omitir la práctica de dicha prueba, no fue acorde con la garantía de los derechos que tienen los accionantes al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, en relación con el derecho que les asiste a conocer la verdad sobre lo sucedido con su hijo fallecido y, si es el caso, a la respectiva reparación. 

En consecuencia, la Corte ordenó dejar sin efectos las sentencias proferidas por el Consejo de Estado, Sección Tercera y el Tribunal Administrativo, Sección Tercera. Así mismo, se ordenó al Tribunal Administrativo que, en uso de la facultad conferida por el artículo 169 del C.C.A., profiera un auto ordenando a la Fiscalía General de la Nación que le remita copia auténtica del expediente contentivo de la acción penal iniciada en razón al fallecimiento del señor Víctor Javier Cañas Álvarez. 

Igualmente, ordenó al Tribunal Administrativo de Cundinamarca que, una vez allegada la prueba decretada en el ordinal anterior, corra traslado de la misma a la parte demandada y, vencido el término legal, profiera una nueva sentencia valorando el material probatorio allegado por la Fiscalía. También remitió copia de la sentencia a la Fiscalía General de la Nación para que adelante las gestiones administrativas tendientes a enviar, en el menor tiempo posible, la copia auténtica del expediente contentivo de la investigación penal iniciada con ocasión de la muerte del ciudadano Víctor Javier Cañas Álvarez, una vez lo solicite el Tribunal Administrativo de Cundinamarca. 

Finalmente, exhortó al Consejo de Estado, Sección Tercera a que, en caso de que se llegare a apelar la nueva sentencia que profiera el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, priorice el reparto y sustanciación del asunto de la referencia, a efectos de que se resuelva en el menor tiempo posible.
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